
	RELATORIA GRUPO No. 1

	La tipificación penal del delito de la Trata de personas y los retos para su aplicación efectiva

	
Pregunta No. 1: 
¿Consideran que esta fase (transporte y/o traslado) debe eliminarse en la tipificación del delito de TdP para mejorar su efectividad?

	
· Se debe de reforzar la comprensión de los verbos rectores para ayudar a la calificación del delito, tomando en cuenta que muchas veces los verbos rectores no son bien entendidos. Más allá de asuntos gramaticales el desafío está en la utilización efectiva de los verbos.
· El traslado debe ser considerado como verbo rector en tanto permite demostrar el desarraigo, y ayuda visibilizar la trata interna, por ende debe subsistir el delito penal desde el punto de vista del traslado como un marco de referencia para los procesos investigativos. 
· Las omisiones de estos verbos rectores podrían significar algunos obstáculos. Nutrir la normativa ayuda a evitar la impunidad, permite actuar de acuerdo a la interpretación de tipos más amplios, y reduce las posibilidades de riesgos al momento de calificar el delito. 
· Un ejercicio oportuno pasa por evaluar el contenido de algunas tipificaciones ya existentes, la de Costa Rica por ejemplo tiene implícito el desplazamiento.
· En trata muchas veces la víctima no se mueve de algún lugar; no obstante, se debe tener presente que en el tipo penal de trata no tienen que concurrir todos los verbos rectores para calificar el delito. Se entiende que son acciones alternativas, y que no hay necesidad que se cumplan en su totalidad. Sobre esta base, no es necesario eliminar esta fase, o excluir estos verbos rectores, lo que sí debe ser de especial atención, son los conceptos aplicados para acreditar el delito, precisarlos para seguridad jurídica.
· Un glosario con estos términos sería una herramienta importante.
· Una recomendación específica, pasa por posibilitar la homogenización de la tipificación del delito en la región, considerar tipos penales similares, tomando en cuenta elementos que faciliten la calificación del delito, que permita afianzar la persecución, y la cooperación regional dada la esfera transnacional del delito, en este orden de ideas facilitar figuras como la extradición.
· Sobre el ánimo de lucro, una de las figuras colocadas en el debate, se aduce que en legislaciones como la de El Salvador ha significado un obstáculo, considerando que los tratantes saben cómo evadir dicha connotación, por lo que se recomienda que el foco de atención sea el bien jurídico protegido, en tanto la trata no siempre tiene una finalidad económica. 
· En la mesa de debate se hizo la aclaración que la pregunta consideraba las recomendaciones que en debates recientes aducen la posibilidad de eliminar esos verbos rectores (Canadá, EUA, bloque norte de Europa) en dicho caso el tipo penal debería considerar la captación de personas para la explotación, considerando también que es un delito que se puede consumar en cualquiera de sus fases.
· Recomiendan prestar atención en la utilización de la “y/o”,  teniendo presente que dicha connotación determina parámetros de coexistencia o no de ambos verbos rectores, o en el caso de que se utilice “y” inferiría una connotación acumulativa, por ende implicaría diferencias considerables en términos gramaticales y procesales. 


	Pregunta No. 2:
¿Consideran que es indispensable tipificar los fines de la trata como tipos penales independientes para garantizar una persecución efectiva?  

	
· Es necesario que las modalidades establecidas en el Protocolo estén presentes dentro de las legislaciones, adicionalmente se pueden sancionar también como conductas penales autónomas, un ejemplo es el caso de la mendicidad con fines de explotación que contempla la legislación salvadoreña y el de adopciones irregulares para el caso de Guatemala.
· Considerar la aplicación de principios jurídicos como el concurso real, concurso ideal de delitos, el principio de autonomía en cuyo caso se debe centrar en un solo delito, y los delitos conexos. 
· Peligroso es considerar normas abiertas, porque se podría caer en la tendencia de de penalizar casos concretos, y dejar de lado la naturaleza grave de la trata de personas.
· Algunos países no han tipificado la trata en todas sus modalidades, las recomendaciones son útiles para prever posibles conflictos en la adecuación de sus legislaciones.
· El fin del beneficio económico debe suprimirse de las legislaciones, este presupuesto representa un obstáculo para la investigación y para la carga probatoria.
· UNODC recomienda tomar de referencia la “ley modelo contra la trata de personas”, que puede brindar elementos a considerar y evitar confusiones. Un tema importante refiere al trabajo forzado cuyo marco ha establecido la OIT, y la consideración en las normas nacionales para reconciliar fines como el trabajo forzado.  En este ámbito, se trata de posibilitar la consideración de aspectos como la remoción de órganos y el vínculo que existe con la trata. Asimismo, la relación de la trata con otras legislaciones nacionales como las relativas a corrupción, lavado de activos, entre otras.
· Prestar atención en el tipo genérico o básico bajo el concepto doctrinal, teórico, jurisprudencial, se agrava la pena de acuerdo al delito, pero también hay agravantes genéricos, el caso de pandillas por ejemplo agrava todos los tipos penales en México.
· Centrarse en la protección del bien jurídico y facilitar penalizar la totalidad de las conductas.
· En el caso de Guatemala el tipo penal lleva inmerso las finalidades, el espíritu del legislador es que estas tienen una afectación directa sobre la persona, y por ende sobre los Derechos Humanos. Esta característica reviste de beneficios para los operadores que se centran en el tipo penal establecido.


	Pregunta No. 3:
Algunos países incluyen la aplicación de los medios coercitivos en el tipo penal genérico (básico) y otros en las agravaciones del delito. Desde el punto de vista de la práctica jurídica cuál es la modalidad más efectiva y ¿por qué?  

	
· Algunas de las legislaciones tienen contemplado los medios coercitivos dentro del tipo penal, algunos como agravantes y otros no lo consideran.
· Se recomienda que los medios no sean parte del tipo penal, sino que se consideren dentro de las agravantes, lo que reduce el espectro para la calificación del tipo penal básico. 
· Interpretar las situaciones de vulnerabilidad según las notas interpretativas establecidas para el Protocolo. 
· En relación al consentimiento o prueba de consentimiento hay diversos casos, lo importante es considerar que ninguna persona puede consentir ser explotada. 
· UNODC llama la atención sobre el contenido y los ejemplos que sobre el consentimiento están previstos en el estudio “ley modelo contra la trata de personas”, páginas 31 y 32. 
· Procurar que el tipo penal no se convierta en un obstáculo, que requiera una mayor exigencia probatoria, esto nos lleva a reeditar la concurrencia de algunos medios, finalidades, y verbos rectores, y trasladar a las agravantes como una ponderación discrecional de los operadores para penalizar a los sujetos activos. Por ende, el consentimiento debe ser irrelevante, en tanto las personas no son materia de contrato.

Por iniciativa de El Salvador se recomendó incluir al debate algunas aspectos relativos a:

· La reubicación del tipo penal considerando el bien jurídico protegido, en algunas legislaciones se encuentra dentro de delitos que no corresponden como: delitos de lesa humanidad, delitos sexuales, entre otros; dado que en el proceso siempre hay que analizar la afectación al bien jurídico protegido es necesario ubicarlo en el título acorde.   
· El consentimiento debe ser irrelevante para las legislaciones.
· Penas, se identifica una variedad de penas que se han determinado en varios países de la región, especial preocupación el caso de Belice que prevé una pena leve, lo que podría facilitar la impunidad sobre la base de las discrepancias entre países, la tendencia debería ser penalizar el delito dentro de la categoría de delitos graves y hacerlas similares en la región.
· Responsabilidad de las personas jurídicas. Para el caso de El Salvador es una pena accesoria (ej. cierre de locales), en términos de sanciones en este ámbito República Dominicana es la que ha establecido parámetros más claros.
· México acota que las personas jurídicas no pueden trascender a las personas físicas que hayan incurrido en delitos.
· Costa Rica infiere la necesidad de voluntad para legislar en torno a la reparación civil.
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